Partido Frente Amplio 


Fracción Legislativa

Informe mensual (Abril 1-30, 2013). 

· Frente Amplio respalda desde un inicio la heroica lucha de nuestro pueblo contra la concesión de la carretera San José-San Ramón y desnuda gravísimas irregularidades del contrato. Mucho antes de que esta lucha alcanzara dimensión nacional y de que se hiciera popular, el Frente Amplio ya había empezado a investigar la vergonzosa concesión de la carretera San José-San Ramón. Por ese motivo cuando el conflicto estalló contábamos con estudios técnicos que demostraron que había alternativas para arreglar la carretera sin inflar desproporcionadamente el cobro de peajes ni entregar el patrimonio nacional. De la misma manera el Frente Amplio pudo desnudar desde el primer momento las gravísimas ilegalidades del contrato y las condiciones leoninas en perjuicio del Estado costarricense porque nuestra fracción fue la única que en la legislatura anterior se opuso a la Ley de Concesiones impulsada por los hermanos Arias, que precisamente sentó las bases para esta nueva versión del saqueo institucionalizado. En efecto, nuestro compañero José Merino había denunciado en solitario las reformas que abrieron las puertas al fraude de la “cesión” de concesiones para burlar licitaciones, entre muchas otras trampas de esta nefasta legislación. 
· Por esa razón, cuando nuestro pueblo salió a las calles indignado para protestar contra este robo descarado, el Frente Amplio no tuvo que hacer malabares para acomodarse a la situación. Siempre habíamos estado ahí. Y así marchamos junto a las comunidades de occidente y el pueblo alajuelense el 11 de abril, respaldado también con presencia en la calle, esta nueva primavera del pueblo costarricense. Denunciamos el cerco policial y la negativa del Gobierno a escuchar al pueblo. Mientras los diputados del Gobierno eran sacados con guardaespaldas para que la multitud no los linchara, nosotros pudimos recorrer libremente el Parque de Alajuela, hablando de frente con la gente, viéndola a los ojos. También estuvimos en Grecia y en San Ramón, apoyando la organización de las comunidades. 
· En la Asamblea Legislativa continuamos el proceso de denuncia. Nos integramos a la comisión de ingreso y gasto público, que abrió una investigación sobre este tema. Interrogamos al Ministro Castro y a la Contralora General de la República, demostrando con documentos en mano, la negligencia y la complacencia con que la Contraloría analizó el contrato de concesión y su cesión. Demostramos que se cometieron graves omisiones y se violentó la ley al autorizar la cesión de este abusivo contrato. También nuestra fracción sacó a la luz pública que una de las sociedades extranjeras utilizadas por la trasnacional OAS para instalarse en el país fue constituida en un paraíso fiscal, lo que arrojó nuevas dudas sobre su seriedad y evidenció –una vez más- la irresponsabilidad de este Gobierno. 
· Cuando el Gobierno anunció su decisión de no continuar con el contrato, no por convicción, sino con la clara intención de desmovilizar al pueblo de cara a la visita de Obama, nuestra fracción advirtió sobre la maniobra y mantuvimos nuestra exigencia de nulidad absoluta de la concesión, sin pagar ni un colón de indemnización, salvo que salga de los bolsillos de los políticos responsables de este negocio tigre. Igualmente nos mantuvimos respaldando el esfuerzo de las comunidades de occidente por organizarse con autonomía, a pesar de la fuerte ofensiva del Gobierno y los politiqueros de siempre por dividir y cooptar al movimiento. Nuestra fracción se ha mantenido apoyando las acciones consensuadas del Foro Nacional y los foros regionales. Estamos acompañando a las y los compañeros encargados de las acciones legales. 
· Por otra parte, hemos venido preparando un anteproyecto de ley para la Derogatoria de la Ley de Concesiones. Esta propuesta está prácticamente lista para ser presentada, pero estamos esperando una definición de las comunidades sobre nuestro planteamiento para que sea presentada directamente por el pueblo a través del mecanismo de iniciativa popular.              
· Marcha en defensa del ICE: Una vez más el Frente Amplio fue la única fracción que dijo presente junto a la mancha amarilla. El lunes 29 de abril marchamos, junto a miles de trabajadores y trabajadoras de esta institución, desde las oficinas centrales del ICE hasta la Asamblea Legislativa para denunciar las actuaciones parcializadas de la SUTEL en perjuicio del ICE con la imposición atropellada de la portabilidad numérica, así como la total negligencia para ejecutar más de $200 millones de Fonatel que deberían destinarse a llevar servicios de telefonía e Internet a las comunidades más empobrecidas y abandonadas. Denunciamos este ejemplo demoledor del fracaso rotundo del modelo de apertura: antes estos proyectos sociales los ejecutaba directamente el ICE con las ganancias que hoy engrosan la billetera del hombre más rico del mundo. Le encargaron a SUTEL la tarea de construir de cero una nueva estructura burocrática para contratar a mayores costos los proyectos que antes el ICE desarrollaba como parte de su actividad ordinaria. ¡Y no han podido hacerlo! 
· Al llegar a la Asamblea acompañamos a las y los compañeros del FIT a una reunión con varios diputados de la Comisión de Ingreso y Gasto Público y el presidente legislativo para solicitar la apertura de una investigación sobre el proceso de portabilidad numérica, la contratación irregular con la empresa española El Corte Inglés vinculada a Telefónica, así como las otras denuncias. Asimismo, anunciamos junto a compañeros del FIT la elaboración de un proyecto de ley para exonerar al ICE del pago de impuestos sobre los combustibles y reducir así los costos de la electricidad.  
· Los uniformados también son explotados. Frente Amplio se solidariza con lucha de trabajadores y trabajadoras de la fuerza pública. El 22 de abril nuestra fracción también se sumó a la manifestación organizada por la ANEP de las y los trabajadores de los distintos cuerpos de policía del Estado, en defensa de sus pisoteados derechos laborales. Por primera vez, marchamos junto a funcionarios y funcionarias de la fuerza pública, Adaptación Social, Migración, Guardacostas, Policía de Tránsito, etc. Las demandas incluían la denuncia de maltratos por parte de las jefaturas, salarios de hambre, jornadas extenuantes en condiciones insalubres, falta de oportunidades de capacitación y profesionalización, acceso a la vivienda, entre muchas otras. Asimismo, nuestra fracción se comprometió a reactivar un proyecto de ley para crear un régimen diferenciado de pensiones para estas personas trabajadoras, que sea acorde con los riesgos que implican sus labores. En nuestra intervención recordamos que ese día a las y los trabajadores de la policía les había tocado estar del otro lado de la barrera, donde muchas otras veces han estado otros sectores del pueblo. Les pedimos no olvidarlo, especialmente cuando los mismos que los explotan les ordenaran garrotear a ese pueblo que, como ellos y ellas, sale a la calle a luchar por sus derechos.     
· Justicia para las gentes del mar: Aprobada en primer debate Ley de Territorios Costeros Comunitarios. Después de una larga lucha de más de cuatro años finalmente logramos la aprobación de este importante y urgente proyecto de ley para proteger los derechos de las comunidades costeras de nuestro país, con justicia social y ambiental. La Ley TECOCOS (expediente 18.148) fue votada en primer debate gracias a la necesidad de las y los compañeros del Frente de Comunidades, quienes se movilizaron incansablemente a la Asamblea Legislativa y presionaron hasta lograr la apertura de una mesa de diálogo con todas las fracciones legislativas. En este espacio el Gobierno intentó durante varios meses manosear el proyecto y vaciarlo de contenido. Pero no se lo permitimos. Eliminaron algunas normas y endurecieron los requisitos para la declaratoria de un territorio costero comunitario, pero no lograron modificar los elementos sustanciales del proyecto. La esencia de la propuesta se mantuvo. 

·  El resultado final es una ley que establece un modelo de desarrollo alternativo para las costas de nuestro país. Sustituye la legislación de la Ley de la Zona Marítimo-Terrestre, concebida para fomentar la explotación comercial turística a gran escala de nuestras playas, por normas que buscan proteger integralmente a las comunidades costeras. A estas comunidades no solo se les garantiza estabilidad jurídica mediante un sistema de concesiones accesible, sino también oportunidades de desarrollo social en armonía con la naturaleza. Se sustituye el modelo económico de los megaproyectos y los enclaves que está expulsado a las gentes del mar, por otro que privilegia la distribución equitativa de la tierra, la economía social, la pesca sostenible y el turismo ecológico. Todo lo anterior, garantizando la protección de la zona pública y el Patrimonio Natural del Estado. 

· Esta lucha no ha terminado. Apenas empieza. Ya varios diputados del PLN han anunciado que enviarán el proyecto de ley en consulta a la Sala IV. Después vendrá el segundo debate y el riesgo latente de un nuevo veto. Aunque la ley pase, vendrá una nueva lucha en las municipalidades para garantizar que se produzca la declaratoria de territorios costeros comunitarios y se cumpla con las normas que promueven un proceso de ordenamiento territorial participativo y buscan garantizar protección especial para y los pobladores locales. Aun así es innegable que hemos dado un paso gigantesco. Muchas personas participaron, lucharon y aportaron a este proceso. Sería imposible mencionarlas a todas. Pero tampoco podemos ignorar el aporte decisivo de nuestras compañeras y compañeros Wilmar Matarrita, Ricardo Araya, Noemy Peña, Magdalena Vega y Victoria Quirós. 
· Junto a la Ley TECOCOS también se votaron otros dos proyectos de ley impulsados por la fracción del PLN relacionados con la zona marítimo-terrestre: la Ley de Zonas Urbanas Litorales y la Ley para la Regularización de la Zona Restringida. Nuestra fracción mantiene serias dudas sobre el contenido y los alcances del proyecto de zonas urbanas, y por eso, aunque se aprobaron varias mociones que presentamos, lo votamos en contra. En teoría pretende regular las zonas costeras con alta densidad urbana que no califican como ciudades. Sin embargo, no está claro cuales áreas podrían verse afectadas y el proyecto contiene normas que podrían debilitar la protección del ambiente y fomentar el cercamiento de la zona pública. Por estos motivos, estaremos presentando una consulta a la Sala Constitucional.   
· TLC con la Unión Europea. Plenario secuestrado. Frente Amplio continuó dando la lucha. A lo largo de todo el mes de abril continuaron las sesiones maratónicas hasta las 10 pm del Plenario Legislativo, para forzar la aprobación sin discusión de este tratado que reproduce los graves errores del TLC con Estado Unidos y en algunos temas los agrava. Nuestra fracción siguió luchando en solitario para informar al pueblo sobre sus graves consecuencias para la soberanía nacional. Durante largas horas defendimos nuestras mociones y explicamos capítulo por capítulo los impactos de este TLC.  Lamentablemente, salvo el caso del diputado Fishman a título personal las demás fracciones guardaron silencio cómplice. 
· Proyectos nuevos del Frente Amplio. Reforma constitucional para eliminar inmunidad a diputados, ministros y presidentes corruptos. Nuestra fracción presentó un proyecto de reforma constitucional para que no exista inmunidad para aquellos miembros de los supremos poderes que sean investigados por delitos de corrupción como los establecidos en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito y el Código Penal (peculado, cohecho, malversación de fondos públicos, etc.) Esta reforma es necesaria porque hoy en día la inmunidad puede ser utilizada para entorpecer y frenar las investigaciones por los casos de corrupción más graves que involucran a las altas jerarquías del Estado. Creemos que mientras exista inmunidad estos casos, se pueden desaparecer pruebas, impedir actos de investigación, usar el poder para intimidar testigos, entre muchas otras acciones que en la práctica generan inmunidad. 
· El Frente Amplio considera que en la lucha contra la corrupción debemos ser radicales. No hay espacio para medias tintas. Quienes integramos los supremos poderes debemos predicar con el ejemplo. La inmunidad se creó para permitir que las y los diputados podemos hablar y denunciar lo que el pueblo tiene miedo de decir sin sufrir persecución, pero en ningún caso debería cobijar delitos de corrupción. Y quién nada debe nada teme. La presentación de esta iniciativa marca una diferencia radical entre las propuestas del Frente Amplio y partidos tradicionales como el PLN, cuyo candidato, Jhonny Araya, más bien ha presentado varios recursos legales para impedir que la Contraloría General de la República pueda sancionar a alcaldes que cometen faltas en el ejercicio del cargo. Es decir, seguir tapando a los corruptos, todo lo contrario a lo que nuestro pueblo reclama.   

· Proyecto de ley para garantizar el cumplimiento de la obligación constitucional de destinar al menos el 8% del PIB a financiar la educación pública. La fracción legislativa del Frente Amplio presentó esta iniciativa para garantizar que el Estado costarricense cumpla con la reforma recientemente aprobada al artículo 78 de la Constitución Política para obligar a que la inversión en educación pública sea equivalente, al menos, al 8% del Producto Interno Bruto de nuestro país. La norma constitucional que fijó esta obligación dispuso que en el plazo de un año a partir de su entrada en vigencia la Asamblea Legislativa debía aprobar una ley que regulara la definición del PIB y el cumplimiento de esta obligación. Sin embargo, dicho plazo ya se venció y hasta la fecha la citada ley no ha sido aprobada, ni siquiera presentada hasta que la iniciativa del Frente Amplio entró a la corriente legislativa. 

· La propuesta del Frente Amplio es de suma importancia porque sentaría las bases para que esta obligación constitucional no sea burlada. Se aclara el procedimiento para realizar el cálculo del PIB y los mecanismos que deben aplicarse para verificar que la obligación constitucional se cumplió en la formulación del presupuesto. Además se establecen los gastos que no deben contabilizarse dentro del presupuesto para la educación, como el presupuesto del INA, que arbitrariamente había sido incluido en dicho cálculo por el gobierno de los hermanos Arias para disimular su incumplimiento. Asimismo, proponemos establecer sanciones penales para los ministros y jerarcas que omitan presupuestar las inversiones que la Constitución exige destinar a la educación y se prohíbe cualquier práctica destinada a subejecutar los recursos presupuestados para educación, impidiendo su inversión efectiva. Por último el proyecto de ley busca garantizar que los nuevos recursos que se generen al favor del Estado deban destinarse prioritariamente a cumplir con la obligación constitucional de fortalecer la educación pública en todos sus niveles.   
· Inhabilitación para el uso de armas a quienes han cometido actos delictivos utilizando armas. Esta iniciativa del Frente Amplio busca reformar el Código Penal para la aplicación de esta medida como una pena accesoria (complementaria de la pena principal) por cualquier delito doloso cometido usando armas de fuego. El objetivo es que quienes han usado armas para cometer cualquier tipo de acto delictivo queden automáticamente inhabilitados para obtener permisos de portación de armas por un plazo de entre 10 y 50 años (pena máxima permitida en nuestro ordenamiento jurídico) 

· En el Frente Amplio estamos convencidos y convencidas de que existe una relación directa entre la proliferación y libre tenencia de armas de fuego y el incremento de hechos violentos cometidos mediante su utilización. Por eso creemos que es necesario fortalecer los controles y restricciones sobre el uso y tenencia legal e ilegal de armas. Y en este sentido, consideramos que el primer paso, la acción mínima que deberíamos realizar y que hoy –aunque parezca mentira no está plenamente asegurada- es garantizar que quienes han usado irresponsablemente las armas, no vuelvan a obtener un permiso legal para portarlas.    

· Aprobado proyecto para eliminar “Ley Mordaza”. Pleno y absoluto respaldo del Frente Amplio. Con el voto favorable y el respaldo total de nuestra fracción, el Plenario Legislativo aprobó en primer y segundo debate el proyecto de ley que buscaba modificar la “Ley de Delitos Informáticos”, para eliminar definitivamente las normas que imponían limitaciones y restricciones indebidas a la libertad de expresión y de prensa. De esta forma quedó absolutamente claro que no se podrá perseguir penalmente a quienes difundan informaciones de interés público, independientemente de la fuente de la información, tal y como ocurrió en el caso del “Memorando del Miedo”. Además se eliminó la ambigua norma penal que otorgaba protección especial a las “informaciones secretas políticas”, aclarando que solo se puede castigar la divulgación de “secretos de Estado”, debidamente declarados de forma previa. Eso sí, se definió este concepto con mayor precisión, limitándolo únicamente a asuntos de seguridad nacional y relaciones diplomáticas del Estado, lo que constituye un gran avance, pues en la actualidad estas declaratorias podrían utilizarse de forma mucho más amplia. Con estos cambios, el Plenario logró corregir los errores de la llamada “Ley Mordaza” que indignó al pueblo de Costa Rica, fortaleciendo los derechos no solo de las y los periodistas sino también la protección para cualquier persona que denuncie actos de corrupción o conductos irregulares del Gobierno, como la actuación constante y vigilante de todas las personas,  organizaciones y comunidades que denuncian daños al ambiente. 
· Aprobada propuesta del Frente Amplio para sancionar insultos racistas y otras manifestaciones discriminatorias en espectáculos deportivos. La comisión de asuntos sociales aprobó esta iniciativa presentada por nuestra fracción mediante una moción incluida al proyecto de Ley para prevención y sanción de la violencia en eventos deportivos (17.870) De esta forma, por primera vez en nuestra legislación se logró prohibir expresamente los insultos racistas o que promuevan cualquier otra forma de discriminación contraria a la dignidad humana (violencia contra las mujeres, homofobia, xenofobia, etc.) y toda aquella manifestación incite al odio contra minorías y otros sectores de la población. A quienes realicen estas conductas se les podrá expulsar del sitio donde se realiza el evento deportivo (estadios por ejemplo) y prohibirles el ingreso por un periodo de hasta cuatro años, sin perjuicio de otras sanciones civiles o penales que procedan. Es importante destacar que este proyecto se concentra medidas preventivas de la violencia y sanciones administrativas como las mencionadas. Sin embargo, en su versión original omitía el grave problema de las manifestaciones racistas y discriminatorias que proliferan en partidos de fútbol y muchos eventos deportivos, y que, de una vez por todas, deben ser erradicadas de nuestra sociedad.   
· Gobierno se niega a firmar ley fortalece a la ANDE. Frente Amplio presenta recurso de amparo. Nuestra fracción denunció ante la Sala Constitucional esta actuación arbitraria del Gobierno en perjuicio de la libertad sindical de las personas afiliadas a la Asociación Nacional de Educadoras y Educadores (ANDE). Después de una larga lucha, la ANDE logró la aprobación de una ley que busca eliminar las restricciones legales que le imponen una determinada forma de organización y le impiden cumplir la decisión de sus bases de transformarse en un sindicato. A pesar de que la ley aprobada por la Asamblea fue enviada al Poder Ejecutivo y este no la vetó en el plazo de diez días establecido en la Constitución, el Gobierno ha mantenido la ley “engavetada”. Ya no puede devolverla a la Asamblea, pero tampoco la firma ni la publica, con la clara intención de impedir que las y los trabajadores de esta importante organización magisterial ejerzan su libertad sindical. El recurso presentado por el Frente Amplio fue admitido para estudio por la Sala y se encuentra en trámite.  
· Distribuidora de gas presenta arbitraje internacional para chantajear a Costa Rica. Frente Amplio saca a la luz nuevo ejemplo de los impactos negativos del “libre comercio”. Nuestra fracción hizo pública esta nueva amenaza contra la soberanía de nuestro país, que el Gobierno pretendía mantener escondida. La millonaria demanda fue presentada por los inversionistas suizos dueños de la empresa Gas Z, utilizando un Tratado Bilateral de Inversiones con Suiza que resultaría reforzado si se aprueba el TLC con la Unión Europea. A través de este juicio privado interpuesto ante el Centro de Arbitrajes del Banco Mundial, este grupo de inversionistas pretende obligar a la ARESEP a otorgarles aumentos tarifarios que fueron rechazados con base en la leyes costarricenses y presionar al Estado para que desista en sus esfuerzos por mejorar las normas se seguridad con el manejo de cilindros de gas. El primer efecto de este chantaje fue el congelamiento por parte del Gobierno de un proyecto de ley que busca regular el mercado del gas licuado en nuestro país. El Frente Amplio denunció que este caso es un ejemplo más de cómo los tratados de libre comercio son utilizados por las corporaciones para interferir en la regulación de asuntos de interés público, en perjuicio de los derechos de las grandes mayorías.        
· Giras, visitas a comunidades, foros y actividades partidarias. Durante el mes de abril continuamos reuniones de organización con comités cantonales y provinciales ampliados del Frente Amplio y participamos en las asambleas provinciales de Cartago y Alajuela, donde se eligieron nuestras candidatas y candidatos a diputados por estas provincias.  

· El 5 de abril estuvimos presentes en Guápiles en una concurrida reunión campesina sobre los problemas de tenencia de la tierra en fincas inscritas a nombre de JAPDEVA. El 27 y 28 de abril visitamos San Ramón, la sede de la UCR y la comunidad de Valle Azul para exponer sobre la concesión de la carretera.    

· También participé en diversas actividades del movimiento sindical como la Asamblea General del SITET, dedicada a nuestro compañero José Merino del Río y la Asamblea de la ANDE (filial preescolar) donde hablamos de amenazas para los derechos de la clase trabajadora como la Ley de Empleo Público y de propuestas del Frente Amplio para fortalecer estos derechos como la Ley del Salario Mínimo Vital y la Ruptura del Tope de Cesantía. 
· Realicé presentaciones en varios foros y debates como la presentación del libro de la compañera Silvia Rodríguez “El despojo de la riqueza biológica”, que tuve el honor de comentar (18 de abril), la Mesa Redonda organizada por la Fundación Rosa Luxemburgo sobre nuestras propuestas electorales, junto al precandidato del PAC, Juan Carlos Mendoza (26 de abril) y el Foro “Geotermia en Costa Rica”, efectuado en el Auditorio del ICE ante una concurrida asistencia (17 de abril), donde expusimos ampliamente nuestra posición sobre este tema, en compañía de los jerarcas del MINAE y el ICE y compañeros del movimiento ecologista.   
Saludos cordiales,
José María Villalta.        
